En la ciudad de General San Martín, a los____14_____días del mes de junio de 2.011, se reúnen en acuerdo ordinario los señores Jueces de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín, estableciendo el siguiente orden de votación de acuerdo al sorteo efectuado: Hugo Jorge Echarri, Ana María Bezzi y Jorge Augusto Saulquin, para dictar sentencia en la causa Nº 2.553/11, caratulada “Gahona, Josefina Ester c/ Municipalidad de Vicente López s/ Daños y Perjuicios”.

ANTECEDENTES

I.- Con fecha 2 de febrero de 2.011 (ver fs. 237/246 vta.) el señor Juez a-quo falló rechazando la demanda por daños y perjuicios promovida por la Sra. Josefina Ester Gahona contra la Municipalidad de Vicente López, imponiendo las costas en el orden causado (art. 51 inc. 1° del CPCA) y difiriendo la regulación de los honorarios profesionales.

Para así decidir consideró lo siguiente:

a) Que, en lo sustancial, la actora formula reclamo indemnizatorio contra la Municipalidad de Vicente López por los daños que habría sufrido en ocasión del accidente que ocurriera el 2 de abril de 2.005, cuando habría tropezado debido al presunto mal estado de conservación de la vereda frente al domicilio sito en Albarellos Nº 4.869 de la localidad de Munro;

b) Que con posterioridad a la traba de la litis y a la apertura a prueba (ver fs. 107), el apoderado de la actora pretende rectificar el lugar donde habría ocurrido el accidente a los fines de que el perito ingeniero realice su tarea en el lugar correcto, para lo cual indica el domicilio sito en Albarellos Nº 4.899 de la localidad de Munro;

c) Que pese a que se tuvo presente dicha aclaración en su oportunidad (ver fs. 108), constituyó una modificación sustancial de la demanda claramente extemporánea, por lo que no debía ser tenida en cuenta a los fines de resolver el litigio. Ello, dijo, en tanto por aplicación de los principios de bilateralidad o contradicción y de preclusión de los actos procesales, no es posible modificar o transformar la demanda - acto postulatorio básico - sin riesgo de alterar la congruencia y violar el derecho de defensa en juicio del accionado. Explicó que, salvo los excepcionales supuestos previstos en la ley procesal (arts. 331 y 363 del C.P.C.C.), aquella sólo puede tener lugar con antelación a la traba de la litis (arts. 163 inc. 6°, 331 del C.P.C.C., y 18 C.N.), pues a partir de allí queda fijada la relación procesal;

d) Que una acera de uso público puede tornarse una cosa riesgosa, sea por vicio propio, sea por el mal estado de conservación. Expuso que el daño que padece un peatón y que reconoce causa adecuada en el riesgo de esa cosa, hace responsable al guardián jurídico de la cosa (artículo 1.113 del Código Civil);

e) Que en relación al cuidado y mantenimiento de las aceras, tanto el Municipio como el propietario frentista poseen prerrogativas de control, dirección, custodia y vigilancia sobre la cosa. Señaló que conforme al artículo 192 inc. 4º de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, es atribución inherente al régimen municipal tener a su cargo la vialidad pública en términos de bienestar general. Además, que el inc. 6º de dicho artículo regula la facultad que tienen los municipios de dictar ordenanzas y resoluciones dentro de sus atribuciones, y que, en virtud de ella, la Municipalidad de Vicente López, por medio de la Ordenanza N° 12210 (Código de Ordenamiento Urbano), delegó en el propietario frentista la obligación de construir y conservar las aceras (Puntos 4.7.1.2 y 8.3.1.5);

f) Que atento lo expuesto, existen dos guardianes de las veredas, entendiendo como guardián aquel que posee la facultad de control, dirección, custodia o vigilancia sobre la cosa: la Municipalidad y el propietario frentista, siendo éste último quien está obligado al mantenimiento de la acera, en virtud de la manda impuesta por la normativa citada, que delega en él la responsabilidad de la construcción, mantenimiento y conservación de la vereda correspondiente al frente de su propiedad;

g) Que la Municipalidad guarda para sí el ejercicio del poder de control que le impone la obligación de asegurar que tengan un mínimo y razonable estado de conservación, para que pueda desempeñarse como vía peatonal. Escribió el Juez de grado que el ejercicio del poder de policía impone al municipio accionado el deber de actuar directamente, o de ejercer su autoridad para que el guardián de la vereda adopte las medidas de seguridad apropiadas para evitar que la deficiente instalación o conservación de la misma se transforme en fuente de daños a terceros (CSJN, 28/07/1994, “Olmedo c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires). En tal orden de ideas, relató que el deber de conservación de la vereda que pesa sobre el propietario frentista, no desplaza en forma alguna la obligación de la Municipalidad en cuanto al cumplimiento de sus deberes específicos de vigilar y controlar el status de las calles y aceras de la ciudad, que deben traducirse en advertencias y/o requerimientos hacia los propietarios frentistas para que procedan a efectuar los arreglos pertinentes;

h) Que no corresponde aplicar en forma directa y sin cortapisa las normas del Código Civil, en un ámbito sensiblemente diferente como es el de la responsabilidad del derecho público del Estado, donde su aplicación debe efectuarse mediante la técnica de la analogía, lo cual no autoriza a generalizar los principios del derecho privado para comprender situaciones distintas de las contempladas para situaciones muy diversas (conf. Perrino Pablo, “La Responsabilidad del Estado ocasionada por el riesgo o vicio de las cosas” en “Organización Administrativa, Función Pública y Dominio Público", Ediciones RAP, 2005, pág. 503);

i) Que como en toda acción indemnizatoria, la que pretenda atribuir responsabilidad al Estado requiere la necesaria verificación de ciertos requisitos de cuya ausencia se desprenderá - necesariamente - la improcedencia de la pretensión resarcitoria. Tales elementos indispensables son los siguientes: a) el daño; b) un hecho humano o de las cosas o un acto administrativo legítimo o ilegítimo productor del daño, que configure un obrar antijurídico; c) que exista una relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y el daño que se alega, y que el acto causante del daño pueda imputarse al órgano administrativo y, por lo tanto, a la administración; d) que la administración esté actuando en el campo del derecho público, es decir sujeta al derecho administrativo (Diez, Manuel María, "Manual de Derecho Administrativo", tomo II, capitulo XXVIII, Ed. Plus Ultra);

j) Que, en el caso de autos, la Sra. Gahona refiere una caída por el mal estado de conservación de la acera en la calle Albarellos frente al número 4.869, en la localidad de Munro, la que le provocó diversas lesiones físicas entre las que detalla un fuerte golpe en el pómulo izquierdo, lastimadura de rodilla, inflamación de ambos pechos, fisura de costillas, luxación del dedo meñique de la mano derecha y problemas cervicales, las que derivaron en un cuadro de angustia que repercutió en su psiquis;

k) Que el análisis de las pruebas aportadas y producidas en autos (art. 384 del C.P.C.C., por remisión del art. 77 del C.C.A.), no permite aseverar que la acera en cuestión se encontraba en las condiciones descriptas por la accionante y que, por ende, haya sido la causa fuente de los daños por ella reclamados. En primer lugar, relató, las fotografías simples acompañadas por la actora a fs. 4/6 – negadas por la contraparte - constituyen un mero registro visual sin fuerza probatoria propia en cuanto a la fecha y el lugar, circunstancia que impide afirmar, sin hesitación, que la vereda en cuestión estuviera en mal estado de conservación en el momento en que habría ocurrido el presunto evento dañoso. Asimismo, que la exposición civil adjuntada - efectuada dos meses después del presunto accidente - (ver fs. 3), aunque haya sido hecha ante el oficial de policía y asentada en acta labrada en los libros de la comisaría, no puede tenerse por exacta en juicio y no hace fe contra terceros (CC0103 LP 210293 RSD-209-91 S 10-12-1991, “Arcidiacono, Juan Ramón c/ Cufre, Mónica Patricia s/ Daños y perjuicios”). Explicó que carece de eficacia probatoria ya que se trata simplemente de las manifestaciones de una de las partes, efectuada sin posibilidad de contralor por la contraria y substancialmente, sin comprobación por la autoridad receptora (CC0101 LP 211442 RSD-158-92 S 4-8-1992, “Profeta, Miguel A. c/ D´ Alessandro, Walter y otro s/ Daños y perjuicios”);

l) Que las declaraciones efectuadas por las testigos Yolanda Margarita Palacios (ver fs. 112) y Gladys del Valle Tiseira (ver fs. 113/114) coinciden en relación a la mecánica del accidente denunciado, en la fecha en que habría ocurrido, en que portaba lentes oscuros, en que llevaba bolsas en ambas manos y en que asistieron a la actora luego de la caída (describen la situación detalladamente). Agregó que también refieren sobre algunos raspones que sufriera y en como se quejaba del dolor que le produjo el impacto al caer. Sin embargo, indicó que ninguno de los testigos precisó con el mismo detalle el lugar de la caída sobre la acera en Albarellos, sino que refirieron que fue en la esquina o llegando a la esquina en la intersección con Antártida Argentina;

ll) Que para que el Juez pueda darle credibilidad a los testimonios que en el proceso se produzcan, no es suficiente que aparezca verosímil y clara la manera como el testigo conoció los hechos declarados, sino que es indispensable, además, que aparezca verosímil la ocurrencia de tales hechos en las circunstancias de tiempo, modo y lugar que el testigo haya explicado (CC0103 LP 208712 RSD-214-91, S, 12/12/1991);

m) Que la normativa procesal subordina la apreciación respectiva a las reglas de la sana crítica;

n) Que la pericia médica (ver fs. 203/204) y las explicaciones de fs. 213 indican que, según surge de la historia clínica analizada, desde el presunto evento dañoso hasta la primera consulta transcurrieron cuatro (4) meses; que la disminución de la movilidad en la columna cervical puede corresponder a la edad de la actora – lo que coincide con lo descripto en el informe emitido por el INSSJ y P que obra a fs. 123 -; que no se observan lesiones óseas de parrilla costal en la radiografía de tórax; y que, como la Sra. Gahona sufrió con posterioridad al eventual accidente una fractura de rótula izquierda, no puede relacionar causalmente el estado actual de la articulación con el incidente denunciado en autos;

ñ) Que la perito psicóloga tampoco encontró al momento de la evaluación signos y/o síntomas asociados a un posible daño psicológico como consecuencia de los hechos que motivan la presente causa (ver dictamen de fs. 125/127);

o) Que la pericia de ingeniería (ver fs. 174/177 y 183/185) tampoco resulta contundente debido a que el profesional indica que la porción de acera situada frente al domicilio de Albarellos Nº 4.869 de Munro – sobre la cual quedó trabada la litis - poseía, al momento del estudio, buen estado de conservación en general (salvo en el sector donde se encuentra la caja correspondiente a la ex Aguas Argentinas), sin perjuicio de que refiere que no puede determinar fehacientemente sin documentación que lo avale, si se encontraba en tal estado a la fecha del hecho de autos;

p) Que la prueba analizada en forma conjunta no resulta contundente a los fines de dilucidar si el estado de la vereda efectivamente fue la causa de los daños denunciados por la accionante. Entendió que la actora no aportó elementos probatorios que permitan corroborar fehacientemente que los hechos que dieran lugar al litigio hayan ocurrido efectivamente tal como lo relata;

q) Que no ha sido demostrada la relación de causalidad, toda vez que la prueba por ofrecida y producida adolece de entidad suficiente para acreditar la existencia de aquel presupuesto de la responsabilidad estatal;

r) Que, a mayor abundamiento, de suponer que el estado de la acera en donde habría caído la actora se encontraba en las condiciones por ella descriptas y de haber sucedido tal cual el relato, le asiste razón a la accionada cuando refiere que la Sra. Gahona debía conocer, por ser vecina de la zona, el presunto mal estado de la vereda. Dicha circunstancia, aclaró, también permite considerar la causalidad en el marco del descuido y la propia culpa de la actora, en tanto no estaba transitando por una zona desconocida, en absoluto. Estaba transitando a escasos metros de su domicilio. O bien, el lugar no tenía el peligro y las irregularidades que se denuncian, o bien, de tenerlo, debió naturalmente ser advertido por la actora que se domicilia cerca de allí;

s) Que respecto a lo solicitado por las partes en relación a la imposición de costas a la contraria, no encuadrando el supuesto de autos en alguno de los contemplados en el artículo 51 inciso 2° del CPCA, tales planteos no tendrían favorable acogida.

II.- Contra dicho pronunciamiento la parte actora interpuso recurso de apelación (ver fs. 249/253 vta.).

Esencialmente se agravió por lo siguiente:

a) Por cuanto se consideró que no se aportaron elementos probatorios que permitan corroborar fehacientemente que los hechos que dieran lugar al litigio hayan ocurrido efectivamente tal como se relata. Explicó que se agravia en tanto el Juez de primera instancia consideró que luego de trabada la litis se pretendió rectificar el lugar donde habría ocurrido el accidente a los fines de que el perito ingeniero realice su tarea. Indicó que ello no fue así ya que en la demanda se expresó textualmente “que la actora tropezó al pisar en el hueco de una baldosa faltante en la vereda de la calle Albarellos altura 4869, casi esquina Antártida Argentina, de la localidad de Munro…” es decir, no se precisó puntualmente que el lugar fuera el Nº 4.869, sino que fue un orientador indicando que el accidente se produjo casi en al esquina de la calle Albarellos;

b) Por entender contradictoria la apreciación efectuada por el a-quo respecto de las declaraciones testimoniales de las testigos Yolanda Margarita Palacios y Gladis del Valle Tiseira;

c) Porque el Juez de la instancia anterior decidió que no corresponde aplicar en forma directa y sin cortapisas las normas del Código Civil, en un ámbito sensiblemente diferente como es el de la responsabilidad del derecho público del Estado, “y que considere que su aplicación debe efectuarse mediante la técnica de la analogía”.

III.- El señor Juez de grado confirió traslado del recurso mediante la providencia de fs. 254 y la parte demandada respondió a fs. 257/258. Concluyó que la actora no acreditó el nexo de causalidad que esgrime, por lo que la sentencia de primera instancia debe confirmarse rechazándose la acción contra su instituyente.

Asimismo, que surge de las pruebas producidas (pericias psicológica y médica) la ausencia de acreditación del daño.

IV.- Previo pedido efectuado a fs. 260 el a-quo elevó las actuaciones a esta Cámara y, recibidas a fs. 261, pasaron los autos para resolver (ver fs. 262).

V.- Efectuado el pertinente examen de admisibilidad (ver fs. 263/263 vta.) pasaron los autos para sentencia.

VI.- El Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver:

¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

VOTACION

A la cuestión planteada el señor Juez Hugo Jorge Echarri dijo:

1º) Relatados los antecedentes del presente caso, expuestos los fundamentos y la parte resolutiva de la sentencia hoy recurrida, mencionados los agravios y réplicas pertinentes y efectuado el examen de admisibilidad, procedo a examinar el recurso de apelación interpuesto.

2º) Entraré entonces al tratamiento y consideración de los agravios vertidos por la parte actora, en tanto y en cuanto cuestionan al magistrado de la instancia anterior por haber rechazado su pretensión indemnizatoria postulada en el escrito de demanda.

 A modo de apertura doctrinaria para enmarcar el tema que nos ocupa desde el plano sustantivo del derecho, y tal como lo he señalado en diferentes precedentes de esta Alzada, entiendo que no puede convertirse al Estado en asegurador de cualquier daño que sufran ciudadanos o habitantes; este es un principio vigente que justamente se corresponde con el abandono en el campo doctrinario de la fundamentación de la responsabilidad del Estado en la teoría del riesgo y del seguro social propuesta por León Duguit (Cfr. Reiriz, María Graciela, “Responsabilidad del Estado”, Eudeba, ps. 26, 37 y ss.).

También debe recordarse la afirmación que postula que, en materia de responsabilidad del Estado por actos omisivos, no cualquier tipo de omisión puede generar dicha responsabilidad, pues el ejercicio de la función de policía -  en materia de seguridad vial – admite gradaciones justamente según las condiciones de “lugar”, “tiempo”, “modo” y de la “persona” (Cfr. Marienhoff, Miguel S., Op. Cit., Abeledo-Perrot, p. 58).

3°) Un segundo orden de principios – estos de naturaleza adjetiva o procesal relativos a la evaluación del acervo probatorio -  lo constituyen los mandatos normativos que establecen los principios generales en esta materia. El primero de ellos al que se debe acudir para verificar lo actuado por el Juez a-quo es aquel que establece el principio de apreciación de la prueba según las reglas de la sana crítica – cfr. art. 384 CPCC –, es decir aquellas reglas “que son aconsejadas por el buen sentido aplicado con recto criterio, extraídas de la lógica, basadas en la ciencia, en la experiencia, y en la observación para discernir lo verdadero de lo falso” – cfr. SCBA, Ac. y Sent., 1959, V. IV, p. 587.

Ello importa reconocer que es competencia propia del Juez de la causa la apreciación o ponderación de la prueba producida – cfr. SCBA, C 99353, S-15-10-2008 – por lo que dicha ponderación solo puede ser descalificada por la Alzada en caso de que se pruebe que el a-quo no ha tenido en cuenta, sea en la producción, elección o valoración de la prueba, las reglas que determina el ordenamiento adjetivo vigente, o cuando la valoración de la misma resulta palmariamente ilógica, irracional o arbitraria.

En el marco de los principios enunciados, adelanto que no encuentro que el sentenciante haya hecho una ponderación ilógica o arbitraria del acervo probatorio en general y en particular.

4º) Debo señalar que el primer agravio del apelante está dirigido a descalificar un elemento fáctico que el Juez a-quo consideró trascendental para rechazar la pretensión indemnizatoria: el lugar exacto y preciso en donde ocurrió el accidente sufrido por la actora en relación al momento procesal oportuno de denunciar el mismo.

La actora en su líbelo inicial declaró como lugar exacto de la caída la vereda ubicada en la calle Albarellos Nº 4.869. Este elemento fáctico tiene en el caso - en que se persigue una pretensión indemnizatoria por los supuestos daños sufridos por una caída producida por el mal estado de una vereda – una importancia fundamental. Por un lado, porque individualiza el objeto o bien supuestamente viciado y productor del daño. Por el otro, porque individualiza a los dos naturales responsables de su buen cuidado y conservación, el municipio como propietario de un bien que compone el acervo del dominio público, y el vecino principal responsable – de acuerdo a las normas reglamentarias (Ordenanza Municipal Nº 12.210, capítulo 4.7 y 8.3.1.5) – de la construcción y conservación de las mismas.

5º) Esta cuestión fáctica de fundamental importancia para poder tener por acreditadas no solo las dos cuestiones señaladas en el considerando anterior – vicio de la cosa y responsables ante terceros damnificados –, sino uno de los presupuestos de la responsabilidad estatal: el hecho u omisión ilegítima imputable, resulta una carga procesal solo imputable a quien demanda de acuerdo a lo dispuesto por el Código Procesal Contencioso Administrativo – cfr. arts. 27 incisos 3 y 4, 77 inciso 1 y 330 del CPCC. El artículo 27 inciso 4 del CPCA obliga al demandante a denunciar “La relación metódica y explicada de las circunstancias del caso, con especial referencia a los hechos en que se funde la pretensión, expuestos de modo conciso y claro”, para agregar en su penúltimo párrafo que debe indicarse “El objeto y alcance de la pretensión, expuestos con claridad y precisión”.

6º) De las constancias de la causa, fundamentalmente del escrito de demanda – ver fs. 15 vta. – surge que la parte actora individualiza como lugar del hecho dañoso la vereda ubicada en la calle Albarellos a la altura del número 4.869. El traslado de la demanda – ver fs. 32 - que el código ritual dispone a los efectos de que la parte demandada pueda ejercer el derecho constitucional de defensa en juicio – cfr. art. 33 y conc. CPCA – fue efectuado con anterioridad a la rectificación efectuada  por la accionante – ver fs. 107 -, también con anterioridad a aquel acto procesal fue contestada la demanda – ver fs. 68/78.

Por ello la defensa del Municipio se basó en el dato aportado por el accionante en relación a la vereda delimitada e individualizada en la presentación de la demanda. Obsérvese que el Municipio acompaña fotos certificadas e informe notarial del estado de la misma – ver fs. 62/67. Que la parte actora contesta a fojas 85 el traslado de la contestación de la demanda dispuesto por el Juez a- quo, escrito en el cual - si bien desconoce la documental acompañada - nada mencionada acerca del cambio de numeración en relación a la vereda involucrada en el hecho.

7º) Finalmente debe señalarse que el actor perdió la última posibilidad de rectificar aquel dato fáctico - de fundamental importancia para esclarecer los términos de la litis - en la audiencia regulada por el artículo 41 del CPCA a los efectos de determinar los hechos y elementos de prueba, como así también para alegar hechos nuevos – ver fs. 102/103. Esa resultaba la última posibilidad procesal para que el accionante hubiera saneado su defectuosa presentación liminar en relación al elemento fáctico sobre el cual estamos discurriendo. No habiendo manifestado en aquel acto procesal consideración alguna en relación a la exacta y precisa determinación del lugar del hecho dañoso, precluyó toda posibilidad de cambiar la litis en relación a ese punto. Pretender la alteración de dicha cuestión no solo importaría alterar ilegítimamente los preceptos y principios procesales indicados, sino que redundaría en una clara violación al principio constitucional de defensa en juicio – cfr. art. 18 C.N. y art. 15 CPBA.

Por lo expuesto, el primer agravio relativo a esta cuestión no puede tener recibo favorable, por lo que propongo el rechazo del mismo por los fundamentos dados.

8º) Tampoco puede tener acogida favorable el agravio relacionado a las declaraciones testimoniales prestadas en autos por las Señoras Yolanda Margarita Palacios y Gladis del Valle Tiseira.

En principio debemos señalar que en esta materia rige para el Juez el principio de apreciación de la prueba según las reglas de la sana crítica – cfr. art. 384 CPCC –, es decir, aquellas reglas “que son aconsejadas por el buen sentido aplicado con recto criterio, extraídas de la lógica, basadas en la ciencia, en la experiencia, y en la observación para discernir lo verdadero de lo falso” – cfr. SCBA, Ac. y Sent., 1959, V. IV, p. 587. Por otra parte, es competencia propia del Juez de la causa la apreciación o ponderación de la prueba producida – cfr. SCBA, C 99353, S-15-10-2008 –, por lo que dicha ponderación solo puede ser descalificada por la Alzada en caso de que se pruebe que el a-quo no ha tenido en cuenta, sea en la producción, elección o valoración de la prueba, las reglas que determina el ordenamiento adjetivo vigente, o cuando la valoración de la misma resulta palmariamente ilógica, irracional o arbitraria - “Es facultad privativa de los jueces de grado apreciar la prueba de testigos y el mérito de ésta salvo que lo ilógico y contradictorio de su razonamiento exceda los límites de lo discutible u objetable” - (SCBA, Ac. 36936 S 29-9-1987; SCBA, Ac. 57505 S 10-7-1996; SCBA, Ac. 93964 S 26-4-2006; entre otras).

Por otra parte, y sin perjuicio de lo expuesto, dichas testimoniales no pueden sanear el vicio individualizado en los considerandos 4º) a 7º), pues admitir lo contrario sería permitir la indefensión del accionado en relación a una cuestión fundamental de la controversia planteada en clara violación de las garantías constitucionales ya mencionadas ut supra.

Obsérvese que justamente la apreciación que realiza el apelante en relación a la pericia técnica realizada en la presente litis tiene la inconsistencia de haberse realizado sobre la vereda que se encuentra en el numero 4.899 de la calle Albarellos y no sobre el denunciado al momento de quedar trabada la litis – aquel que denuncia el número 4.869 –, lo que claramente muestra el desaguisado procesal a que indujo la falta de precisión del accionante en relación al punto que nos ocupa, y de acuerdo a lo impuesto por el Código Ritual – cfr. art. 27 incisos 3 y 4 del CPCA.

9º) Tampoco puede ser de recibo la crítica esgrimida en relación a la aplicación al caso de los principios de rigen toda cuestión en materia de responsabilidad del Estado.

El apelante sostiene – equivocadamente – que “Agravia a mi mandante y le causa gravamen irreparable que el juez en su sentencia decida que no corresponde aplicar en forma directa y sin cortapisas alguna de las normas del Código Civil en un ámbito sensiblemente diferente como es el de la responsabilidad del derecho público del estado, y que considere que su aplicación debe efectuarse mediante la técnica de la analogía”.

Sin duda que no tiene el recurrente una clara noción de las diferencias sustanciales que regulan el derecho de daños entre particulares y el derecho de daños en materia de responsabilidad del Estado. El primero resulta una materia regulada por el derecho privado – en el caso por el Código Civil y Comercial y por las normas complementarias que sanciona el Congreso Nacional. El segundo está regulado por principios y normas propias que se insertan en el cuerpo normativo del Derecho Público – Cfr. Marienhoff, Miguel S., “Tratado de Derecho Administrativo”, Tomo IV, p. 719 y ss. Dichas normas, aún cuando puedan estar incluidas en cuerpos legales del derecho privado – v.g. como el Código Civil –, no pierden su sustancia ni naturaleza pública – v.g. art. 1.112 CC.

Totalmente infundada desde lo doctrinario e ilegítima desde lo normativo – cfr. art. 171 CPBA y art. 16 CC - resulta la queja del apelante en relación a la aplicación del método de integración normativa por el procedimiento de la analogía. Ello no solo resulta – ante la falta de un cuerpo normativo específico que regule la materia – el procedimiento obligatorio y usual para los jueces en materia de responsabilidad del Estado, sino que es lo determinado por el legislador “Las que versen sobre la responsabilidad patrimonial, generada por la actividad lícita o ilícita de la Provincia, Los Municipios,……regidas por el Derecho público, aún cuando se invocare o aplicaren por analogía normas del Derecho Privado” – cfr. art. 2 inciso 4º del CPCA, el acentuado es propio -,  y por la doctrina – Cfr. Marienhoff, Miguel S., “Responsabilidad Extracontractual del Estado por las consecuencias de su Actitud Omisiva en el ámbito del Derecho Público”, p. 9 y ss; Reiriz, Graciela María, “Responsabilidad del Estado en la obra colectiva El Derecho Administrativo Argentino Hoy”, p. 220; Cassagne, Juan Carlos, “Derecho Administrativo”, Tomo I, p. 212 y ss.; Perrino Pablo, "La Responsabilidad de Estado ocasionada por el riesgo o vicio de las cosas" en "Organización Administrativa, Función Pública y dominio Público", Jornadas organizadas por la Universidad Austral, Facultad de Derecho, Ediciones RAP, 2005, pág. 503; Cfr. SCBA, B 62014 S 9-2-2005; B 57171 S 21-6-2000 entre otras.

Por lo fundamentos expuestos, propongo a mis distinguidos colegas: 1º) Rechazar el recurso interpuesto por la parte actora, confirmando la sentencia de primera instancia en todo lo que fue materia de agravios; 2º) Distribuir las costas de alzada en el orden causado (conforme art. 51 inc. 1º del CPCA); y 3º) Diferir la regulación de honorarios para el momento procesal oportuno (conforme art. 31 del Decreto Ley Nº 8.904/77).

VOTO POR LA AFIRMATIVA.

Los Señores Jueces Ana María Bezzi y Jorge Augusto Saulquin votaron a la cuestión planteada en igual sentido y por los mismos fundamentos, con lo que terminó el acuerdo dictándose la siguiente

SENTENCIA

En virtud del resultado del Acuerdo que antecede este Tribunal RESUELVE: 1º) Rechazar el recurso interpuesto por la parte actora, confirmando la sentencia de primera instancia en todo lo que fue materia de agravios; 2º) Distribuir las costas de alzada en el orden causado (conforme art. 51 inc. 1º del CPCA); y 3º) Diferir la regulación de honorarios para el momento procesal oportuno (conforme art. 31 del Decreto Ley Nº 8.904/77).

Regístrese, notifíquese de acuerdo a lo proveído a fs. 262 y, oportunamente, devuélvase.

ANA MARIA BEZZI

 JORGE AUGUSTO SAULQUIN

  HUGO JORGE ECHARRI

                ANTE MI

        ANA CLARA GONZÁLEZ MORAS

               Secretaria

Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo -San Martín. 
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